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  Abreviaturas y siglas 

CENI  Comisión Electoral Nacional Independiente 

CNDH Comisión Nacional de Derechos Humanos 

CNSA Consejo Nacional de Seguimiento del Acuerdo 

CSAC  Consejo Superior de Asuntos Audiovisuales y de la Comunicación 

DDR Desarme, Desmovilización y Reinserción 

DEP Dirección de Estudios y Planificación 

CES Consejo Económico y Social 

FARDC Fuerzas Armadas de la República Democrática del Congo 

MONUSCO Misión de Estabilización de las Naciones Unidas en la República 

Democrática del Congo 

STAREC Estabilización y reconstrucción en el este de la República Democrática del 

Congo 
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  Lista de cuestiones relativa al cuarto informe periódico  

de la República Democrática del Congo 

  Marco constitucional y jurídico de la aplicación del Pacto  

1. La Constitución de 18 de febrero de 2006, con las modificaciones actuales, dispone 

lo siguiente en su artículo 215: “Una vez publicados, todos los tratados y acuerdos 

internacionales celebrados regularmente primarán sobre las leyes, a condición de que cada 

tratado o acuerdo sea aplicado por la otra parte”. Dado que la legislación congolesa 

reconoce la supremacía de los instrumentos jurídicos internacionales, es evidente que el 

juez, cuando conoce de una causa en la que las partes invocan una disposición del Pacto, se 

remite a este y está obligado a responder a las partes de conformidad con las disposiciones 

del Pacto. No obstante, el Gobierno actúa para que los jueces y abogados reciban una 

formación permanente y continua, con el fin de que puedan invocar las disposiciones del 

Pacto siempre que proceda.  

2. En lo que respecta a los recursos efectivos disponibles para los particulares, el 

Gobierno de la República Democrática del Congo los examina y pronuncia las reservas 

oportunas en los casos en que sus ciudadanos son enjuiciados por los tribunales nacionales, 

a la espera de que estos emitan una sentencia firme. 

3. Los tribunales consuetudinarios han sido sustituidos en todo el territorio de la 

República por los tribunales de paz, los cuales no se remiten a la costumbre cuando 

conocen de cualquier cuestión consuetudinaria contraria al Pacto, en virtud del principio de 

que la costumbre contraria a la ley y a la moral no es aplicable. 

4. Las diversas medidas adoptadas son las siguientes: 

• Campañas de divulgación de leyes, entre otras: la Ley núm. 15/013, de 1 de agosto 

de 2015, relativa a las Modalidades de Aplicación de los Derechos de la Mujer y la 

Paridad; la Ley núm. 16/010, de 15 de julio de 2016, por la que se modifica y 

complementa la Ley núm. 015-2002, de 16 de octubre de 2002, relativa al Código de 

Trabajo; la Ley núm. 016/008, de 15 de julio de 2016, por la que se modifica y 

complementa la Ley núm. 87-010, de 1 de agosto de 1987, relativa al Código de la 

Familia; y la Ley núm. 11/008, de 9 de julio de 2011, relativa a la Tipificación como 

Delito de la Tortura; 

• El Plan de Acción Nacional para Poner Fin al Matrimonio Infantil. 

5. La República Democrática del Congo creó la Comisión Nacional de Derechos 

Humanos (CNDH) en virtud de la Ley Orgánica núm. 13/011, de 21 de marzo de 2013, de 

conformidad con los Principios de París. Los miembros de la CNDH fueron elegidos por 

sus pares, aprobados por la Asamblea Nacional y nombrados por decreto presidencial.  

6. En lo que respecta a las actividades, cabe señalar que la CNDH, en el contexto de la 

protección de los derechos humanos, ha tramitado 84 denuncias y organizado varias visitas 

a establecimientos penitenciarios, tanto en el Centro Penitenciario y Correccional de 

Kinshasa (anteriormente Makala) como en la prisión militar de Ndolo. En cuanto a la 

promoción, cabe destacar que se han organizado más de diez cursos de fomento de la 

capacidad para los miembros de esa institución. 

7. El presupuesto de la CNDH figura en el presupuesto nacional con un monto de 

6.173.287.405 francos congoleses (6.430.507,71 dólares de los Estados Unidos), es decir, el 

0,11% del presupuesto nacional. 

8. La CNDH se encarga de: 

• Investigar todos los casos de vulneraciones de los derechos humanos; 

• Orientar a los denunciantes y las víctimas y prestarles asistencia para iniciar 

acciones legales en relación con todas las vulneraciones de los derechos humanos 

documentadas; 
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• Realizar visitas periódicas a las prisiones y los centros de detención en toda la 

República Democrática del Congo; 

• Velar por el respeto de los derechos de la mujer y el niño; 

• Velar por el respeto de los derechos de las personas con discapacidad; 

• Velar por el respeto de los derechos de las personas de edad, las víctimas de 

desastres de todo tipo y otros grupos vulnerables; 

• Dar a conocer a la población sus derechos humanos; 

• Contribuir a la promoción de la educación cívica y la cultura de los derechos 

humanos para aumentar la conciencia de la población; 

• Reforzar la capacidad de intervención de las asociaciones de defensa de los derechos 

humanos; 

• Velar por la aplicación de las normas jurídicas nacionales y los instrumentos 

jurídicos regionales e internacionales relativos a los derechos humanos debidamente 

ratificados por la República Democrática del Congo; 

• Resolver algunos casos de vulneraciones de los derechos humanos mediante la 

conciliación; 

• Formular recomendaciones para la ratificación de los “instrumentos jurídicos 

regionales e internacionales de derechos humanos”; 

• Promover y procurar la armonización de la legislación, los reglamentos y las 

prácticas nacionales con los tratados internacionales de derechos humanos 

debidamente ratificados por la República Democrática del Congo; 

• Preparar informes sobre la aplicación de las normas nacionales y los instrumentos 

jurídicos internacionales de derechos humanos; 

• Contribuir a la elaboración de los informes que la República Democrática del Congo 

presenta a las organizaciones internacionales en cumplimiento de las obligaciones 

que le incumben en virtud de los tratados de derechos humanos; 

• Revisar la legislación nacional relativa a los derechos humanos y formular 

recomendaciones para su ordenamiento legislativo; 

• Emitir opiniones y formular propuestas al Parlamento, el Gobierno y otras 

instituciones sobre cuestiones relativas a la promoción y protección de los derechos 

humanos, así como al derecho internacional humanitario y la acción humanitaria; 

• Crear redes y relaciones de cooperación con las instituciones de la República y las 

organizaciones locales, nacionales e internacionales que persigan los mismos 

objetivos; 

• Desempeñar cualquier otra función o actividad que recaiga en el ámbito de su 

mandato. 

  Igualdad entre los hombres y las mujeres y tradiciones perjudiciales 

9. La Ley núm. 016/008, por la que se modifica y complementa la Ley núm. 87-010, 

de 1 de agosto de 1987, relativa al Código de la Familia, entró en vigor en la fecha de su 

promulgación, es decir, el 15 de julio de 2016. 

10. En esa Ley se tuvieron en cuenta todas las discriminaciones contra la mujer que 

había señalado el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, en 

concreto en los siguientes artículos: 

• El artículo 448 del Código de la Familia, que imponía a la mujer casada la necesidad 

de contar con la autorización del marido para realizar cualquier acto jurídico. Esta 

disposición se modificó de la forma siguiente: “Los cónyuges deberán ponerse de 

acuerdo para todos los actos jurídicos en los que se comprometan a una prestación 

que deban cumplir”; 
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• El artículo 264, que dice así: “La composición del consejo tutelar tendrá en cuenta la 

representatividad de hombres y mujeres”; 

• El artículo 454, que dice así: “Los cónyuges se comprometen a vivir juntos allá 

donde decidan residir, en interés del matrimonio”; 

• El artículo 455, que dice así: “En caso de que fije la residencia uno de los cónyuges 

de manera manifiestamente abusiva o contraria a los términos concertados entre 

ellos a ese respecto, el cónyuge agraviado podrá, después de varios intentos de 

avenencia, recurrir ante el tribunal de paz”. 

11. Con respecto a la definición del delito de adulterio, el artículo 467 del Código de la 

Familia de 1987 se modificó en 2016 en los términos siguientes:  

 “Será castigado por el delito de adulterio, con pena de seis meses a un año de prisión 

y multa de 60.000 a 250.000 francos congoleses:  

• Todo el que tenga relaciones sexuales con una persona casada, salvo si se ha 

explotado su buena fe;  

• Toda persona casada que tenga relaciones sexuales con alguien que no sea su 

cónyuge; 

 La pena se duplica si el adulterio estuvo rodeado de circunstancias que le 

imprimieron un carácter ofensivo, en particular cuando se produjo en el domicilio 

conyugal.” 

12. En relación con el libro de familia, el artículo 148 establece lo siguiente. 

13. Durante la celebración o la inscripción del matrimonio, el funcionario del registro 

civil entregará a los cónyuges un libro de familia, en cuya primera página figurarán sus 

identidades, la fecha y lugar del registro del matrimonio celebrado en familia o de su 

celebración ante el funcionario del registro civil, y las declaraciones relativas a la dote y el 

régimen matrimonial. 

14. Las declaraciones antes mencionadas serán firmadas por el funcionario del registro 

civil y por los cónyuges; si uno de ellos o los dos no supieran firmar, estamparán su huella 

dactilar en lugar de la firma o bien se hará mención del motivo que les impidiera firmar. En 

las páginas siguientes se inscribirán los nacimientos y las defunciones de los hijos, las 

adopciones, los actos de reconocimiento de hijos nacidos fuera del matrimonio, y el 

fallecimiento o divorcio de los cónyuges, así como la identidad de los parientes que forman 

parte de la unidad familiar. 

15. En caso de que deba corregirse una entrada del registro civil o que uno de los 

parientes que forman parte de la familia deba abandonarla, se hará constar en el libro de 

familia. Las inscripciones y entradas en el libro irán firmadas y selladas por el funcionario 

del registro civil. 

16. El artículo 150 dice así: “En caso de extravío del libro de familia, los cónyuges o 

uno de ellos solicitarán la expedición de uno nuevo”. 

17. El nuevo libro llevará la mención “duplicado”. 

18. El artículo 444 dice así: “El marido es el cabeza de familia. Los cónyuges se deben 

protección mutua”.  

19. Con respecto a las medidas adoptadas para poner fin a las prácticas y tradiciones 

perjudiciales, como la poligamia, el artículo 349 del Código de la Familia instituye el 

matrimonio como la unión entre un hombre y una mujer. En relación con los matrimonios 

precoces, el artículo 48 de la Ley relativa a la Protección del Niño dispone que se prohíbe el 

matrimonio infantil y comprometer en matrimonio a niños. Con respecto a la mutilación 

genital femenina, se da respuesta a esta cuestión en la Ley núm. 15/013, de 1 de agosto de 

2015, relativa a las Modalidades de Aplicación de los Derechos de la Mujer y la Paridad, 

que en su artículo 24 dispone lo siguiente: “El Estado adoptará las medidas apropiadas para 

modificar los patrones y modelos de comportamiento sociocultural de hombres y mujeres 

mediante la educación pública, a través de estrategias que utilicen las nuevas tecnologías de 

la información y de las comunicaciones, con miras a alcanzar la eliminación de todas las 
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prácticas culturales perjudiciales y las prácticas basadas en la idea de la inferioridad o la 

superioridad de cualquiera de los sexos o en funciones estereotipadas de mujeres y 

hombres, el levirato, etc.”. Con respecto a los matrimonios forzosos y a la práctica 

consuetudinaria que discrimina a las mujeres en relación con la herencia de tierras, los 

artículos 499 y 503 del nuevo Código de la Familia protegen los derechos patrimoniales de 

las mujeres frente a todas las prácticas degradantes y humillantes. Todas estas disposiciones 

van acompañadas de una campaña de divulgación dirigida a las mujeres para que se 

familiaricen con los mecanismos de protección de sus derechos.  

20. Con respecto a las medidas adoptadas para proteger la integridad de los adultos y 

niños albinos y de sus familiares, especialmente sus madres, cabe señalar que el Código 

Penal congolés protege los derechos tanto de las personas con albinismo como de otras 

categorías sociales. La República Democrática del Congo es parte en la Convención sobre 

los Derechos de las Personas con Discapacidad, entre las que se incluye a las personas con 

albinismo. Al respecto, el país se ha dotado de un plan estratégico quinquenal de promoción 

de las personas con discapacidad, y las personas con albinismo participaron en 2016 en la 

elaboración y aprobación de un plan de acción que englobaba todas las medidas previstas 

para ellas. 

21. Con respecto a las medidas adoptadas para eliminar la discriminación contra la 

mujer en la vida política y pública, cabe mencionar los artículos siguientes de la Ley 

núm. 015/013, de 1 de agosto de 2015, relativa a las Modalidades de Aplicación de los 

Derechos de la Mujer y la Paridad: 

• Artículo 4: “Hombres y mujeres disfrutan por igual de todos los derechos políticos. 

Las mujeres estarán representadas equitativamente en todos los cargos nominativos 

y electivos de las instituciones nacionales, provinciales y locales, incluidas las 

instituciones de apoyo a la democracia, el Consejo Económico y Social de la 

República Democrática del Congo y las instituciones públicas y paraestatales en 

todos los niveles”; 

• Artículo 5: “Los partidos políticos tendrán en cuenta la paridad entre hombres y 

mujeres cuando elaboren sus listas electorales de conformidad con la Ley Electoral”; 

• Artículo 6: “El Estado adoptará estrategias específicas para garantizar la igualdad de 

oportunidades de participación entre mujeres y hombres en todos los procesos 

electorales, incluida la administración de las elecciones y las votaciones. Velará por 

la inclusión de los hombres en todas las actividades relativas a las cuestiones de 

género y por la movilización de las comunidades”; 

• Artículo 33: “Los partidos políticos cuyas listas electorales no tomen en 

consideración la dimensión de género no tendrán derecho a la financiación pública”. 

22. El Código de la Familia revisado dispone en su artículo 264: “La composición del 

consejo tutelar tendrá en cuenta la representatividad de hombres y mujeres”. 

23. La Ley núm. 16/013, de 15 de julio de 2016, relativa a los Funcionarios de Carrera 

de los Servicios Públicos del Estado, que sustituyó a la norma de 17 de julio de 1981, que 

imponía en el párrafo 8 de su artículo 8 la autorización del marido como condición para la 

contratación de una mujer, establece de forma equitativa la edad mínima y máxima de 

contratación (mínima de 18 años y máxima de 35). 

Cuadro 1 

Número de mujeres y hombres jefes de misiones diplomáticas 

 Hombres Mujeres Total 

Porcentaje 

de mujeres 

Embajadores/as 30 6 36 17 

Encargados/as de negocios 24 6 30 20 

Cónsules 2 2 4 50 

Fuente: Ministerio de Relaciones Exteriores, 2017. 
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Cuadro 2 

Número de mujeres y hombres en el poder judicial 

Dependencia del poder judicial Mujeres Hombres 

Porcentaje 

de mujeres 

Tribunal Constitucional, Tribunal Supremo, Fiscalía General de la 

República y Fiscalía General adscrita al Tribunal Constitucional 5 69 7 

Tribunales de apelación y Fiscalía General 34 250 12 

Tribunales y fiscalías de primera instancia 621 2 417 20 

Total 659 2 727 20 

Fuente: Consejo Superior de la Magistratura. 

Cuadro 3 

Número de hombres y mujeres en la Policía Nacional Congolesa 

Cargo Mujeres Hombres  

Porcentaje 

de mujeres 

Comisario Jefe de División  0 2 0 

Jefe Superior  0 0 0 

Comisario Principal  0 13 0 

Comisario Principal Adjunto 1 30 3 

Comisario 5 52 9 

Subcomisario 13 242 5 

Total 19 339 5 

Cuadro 4 

Número de hombres y mujeres en el Gobierno (2017) 

Cargo del Gobierno Total Hombres Mujeres 

Porcentaje 

de mujeres 

Primer Ministro 1 1 0 0 

Viceprimer Ministro 3 3 0 0 

Ministro de Estado 9 9 0 0 

Ministro 33 29 6 18 

Ministro Delegado 2 2 0 0 

Viceministro 11 10 1 9 

Total 59 54 7 12 

Cuadro 5 

Número de hombres y mujeres en el Parlamento (2006 a 2017) 

Parlamentarios 

Elecciones de 2006 Elecciones de 2011 

Total Hombres Mujeres 

Porcentaje 

de mujeres Hombres Mujeres 

Porcentaje 

de mujeres 

Diputados 500 457 43 8,6 445 55 11 

Senadores 108 103 5 4,6 - - - 

Total 608 559 49 8,1 556 52 8 

24. Se observa que en el Parlamento proclamado después de las elecciones generales de 

2006 y de 2011, el porcentaje de mujeres no superó el 11%, con un promedio del 8,1% en 

2006 y 8,6% en 2011 para las dos cámaras. En 2006, la cámara alta del Parlamento apenas 
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contaba con 43 mujeres frente a 457 hombres, es decir, el 8,6% del total de senadores; en 

2011, la proporción era de 55 mujeres y 445 hombres, es decir, las mujeres eran un 9,4%. 

Análogamente, la cámara baja contaba solo con un 8,1% de mujeres en 2006 y un 8,6% 

en 2011. 

Cuadro 6 

Número de hombres y mujeres en la administración pública 

Cargo Mujeres Hombres 

Porcentaje 

de mujeres 

Secretario General 7 44 14 

Empresas públicas 

Presidente del Consejo de Administración 3 34 8 

Director Gerente 4 33 11 

Director Técnico 5 32 14 

Total 12 99 11 

25. En la administración pública se observa la misma situación: las mujeres están 

insuficientemente representadas, con un 13,7% de Secretarias Generales y un 8,1% de 

Presidentas del Consejo de Administración. Ni siquiera las instituciones de apoyo a la 

democracia son una excepción, pues entre sus 6 miembros solo se cuentan 2 mujeres, es 

decir, un 33% para la CENI y el CES y un 16,6% para el CSAC. 

Cuadro 7 

Participación de la mujer en las instituciones de apoyo a la democracia (2017) 

Institución Plantilla total Mujeres Hombres 

Porcentaje de 

mujeres 

CENI 137 57 80 42 

CNDH 9 4 5 44 

CSAC 18 3 15 17 

CES 9 2 7 22 

Fuente: Marco de Concertación de las Mujeres Congolesas. 

Cuadro 8 

Participación de la mujer en las negociaciones de paz en la  

República Democrática del Congo 

Acuerdo de paz Mujeres Hombres 

Porcentaje 

de mujeres 

Acuerdo de Cesación del Fuego de Lusaka de 1999 45 300 13 

Acuerdo Global e Inclusivo de Sun City de 2002 47 298 13 

Pacto sobre la Seguridad, la Estabilidad y el Desarrollo 

en la Región de los Grandes Lagos de 2006 0 11 0 

Reforma constitucional y legislativa de 2006 58 550 10 

Acta de compromiso de Goma de 2008 1 88 1 

Acuerdo de paz entre el Gobierno y el Congreso Nacional 

para la Defensa del Pueblo de 2009 0 4 0 

Revisión del sector de la seguridad de 2012 58 550 10 

Acuerdo marco de Addis Abeba de 2013 1 15 6 

Consultas nacionales de 2013 112 638 15 

Diálogo de la Organización de la Unidad Africana 

de 2016    
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Acuerdo de paz Mujeres Hombres 

Porcentaje 

de mujeres 

Diálogo de la Conferencia Episcopal Nacional del Congo 

de 2016 3 29 9 

Total 325 2 484 12 

26. Con respecto a las medidas adoptadas para garantizar la igualdad de acceso de las 

mujeres al mercado de trabajo y la educación, el poder legislativo congolés ha garantizado 

la igualdad de acceso de las mujeres al mercado de trabajo mediante la Ley núm. 015/013, 

de 1 de agosto de 2015, relativa a las Modalidades de Aplicación de los Derechos de la 

Mujer y la Paridad, en su artículo 21. En efecto, este artículo dispone: “Sin perjuicio de las 

disposiciones legales en vigor, la prohibición de toda discriminación se aplica a todas las 

prácticas perjudiciales, en relación, entre otras cosas, con la contratación, la asignación de 

tareas, las condiciones de trabajo, la remuneración y otras prestaciones sociales, los 

ascensos y la rescisión del contrato de trabajo”. 

27. La Ley núm. 16/008, de 15 de julio de 2016, por la que se modifica y complementa 

la Ley núm. 87-010, de 1 de agosto de 1987, relativa al Código de la Familia, dispone 

“la abolición de la autorización del cónyuge para una mujer casada y la imposición a los 

cónyuges de la obligación de ponerse de acuerdo para todos los actos jurídicos en los que se 

comprometan a una prestación que deban cumplir, de forma individual o colectiva”. 

28. En lo que respecta al acceso de las mujeres a la educación, la Ley núm. 15/013, 

de 1 de agosto de 2015, citada anteriormente, dispone en su artículo 10: 

 “Los hombres y las mujeres tienen derecho a la igualdad de oportunidades y a la 

igualdad de acceso a la educación y la capacitación.  

 Con este fin, el Gobierno ejecutará programas específicos para: 

• Alentar la paridad entre niñas y niños en cuestión de escolarización; 

• Orientar a las niñas en todos los niveles de la enseñanza; 

• Reducir considerablemente la brecha en la tasa de alfabetismo de hombres y 

mujeres; 

• Recuperar a los niños sin escolarizar de los dos sexos mediante programas 

especiales, el aprendizaje de oficios y la formación profesional; 

• Ocuparse de la formación y la educación de las niñas y los niños desamparados; 

• Velar por que las niñas madres o embarazadas puedan continuar sus estudios.” 

  Violencia contra la mujer 

29. Con respecto a las medidas adoptadas para luchar contra la violencia doméstica, 

cabe citar en particular la Ley núm. 16/008, de 15 de julio de 2016, por la que se modifica y 

complementa la Ley núm. 87-010, de 1 de agosto de 1987, relativa al Código de la Familia, 

que dispone lo siguiente en sus artículos 459 y 460, respectivamente: 

•  “Los cónyuges se deben fidelidad, respeto, consideración y afecto;” 

• “Si uno de los cónyuges sostiene que el otro ha faltado a sus deberes, podrá, después 

de varios intentos de avenencia, recurrir ante el tribunal de paz.” 

30. Cabe señalar que apenas se denuncian casos de violencia doméstica debido a 

factores socioculturales, lo cual ha motivado la organización de campañas de 

sensibilización sobre el nuevo Código de la Familia con el fin de cambiar los 

comportamientos. 

31. Con el fin de desarrollar las Leyes núms. 06-18 y 06-19, de julio de 2006, la 

Estrategia Nacional de Lucha contra la Violencia de Género y la Hoja de Ruta del 

Ministerio de Justicia sobre la Lucha contra la Impunidad de la Violencia Sexual, la 

República Democrática del Congo ha adoptado las siguientes medidas: 
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• La aprobación de la Política Nacional de Género; 

• La aprobación del Plan Regional para Aplicar la Resolución 1325 (2000) del 

Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, sobre la Mujer; 

• La aprobación del Plan de Acción Nacional y Operativo de la Estrategia Nacional de 

Lucha contra la Violencia de Género; 

• La aprobación del Plan de Acción para Aplicar la Resolución 1325 (2000) del 

Consejo de Seguridad; 

• La creación de los comités técnicos conjuntos a nivel nacional, provincial y local 

para coordinar la lucha contra la violencia sexual; 

• La creación de los comités provinciales y locales de lucha contra la violencia sexual; 

• La aprobación de la Ley Orgánica núm. 13/011-B, de 11 de abril de 2013, relativa a 

la Organización, el Funcionamiento y las Competencias de los Tribunales de 

Justicia, que hace competentes a los tribunales de apelación para conocer del delito 

de genocidio, los crímenes de guerra y los crímenes de lesa humanidad, con lo que 

estos crímenes han dejado de ser competencia exclusiva de los tribunales militares y 

han pasado a ser competencia de los tribunales ordinarios; 

• La celebración de audiencias itinerantes que dieron lugar a la condena de varios 

autores de delitos de violencia sexual civiles o incluso militares, independientemente 

de su rango; 

• La aprobación en 2014 del Plan de Acción de las FARDC para luchar contra la 

violencia sexual y la creación de la comisión de aplicación correspondiente, así 

como la adopción del Código de Conducta de las Fuerzas Armadas; 

• El nombramiento, en virtud de la Ordenanza núm. 14/021 del Jefe de Estado, de 8 de 

julio de 2014, de su Representante Personal para la lucha contra la violencia sexual 

y el reclutamiento de niños, que prosigue y refuerza los esfuerzos realizados en la 

lucha contra la impunidad en cuestión de violencia sexual a través de la aplicación 

del plan estratégico de su Oficina, que hasta la fecha ha permitido lograr importantes 

resultados. 

32. En relación con las medidas adoptadas para combatir las violaciones en las escuelas 

cabe citar la organización en las diversas instituciones escolares de la República 

Democrática del Congo de campañas de sensibilización y de divulgación de leyes sobre la 

materia.  

33. El delito de violación prescribe al cabo de diez años cuando dicha infracción es un 

delito común, pero si está calificada como crimen de lesa humanidad, crimen de guerra o 

genocidio, es imprescriptible. 

34. A fin de garantizar a las víctimas de violencia sexual una atención médico-sanitaria, 

psicológica y jurídica y su reinserción económica, se han adoptado varias iniciativas, entre 

ellas: 

• La asistencia jurídica y judicial gratuita a las víctimas de la violencia sexual; 

• La prestación de asistencia médica y psicológica gratuita a las víctimas en centros 

especializados a fin de prevenir o detener las infecciones o los embarazos no 

deseados; 

• La reinserción socioeconómica con actividades que generan ingresos (con el apoyo 

de todos los asociados bilaterales y multilaterales), por ejemplo: 

• La firma del memorando de entendimiento con el Instituto Nacional de 

Preparación Profesional relativo al estudio de viabilidad para ofrecer 

formación profesional a las supervivientes de violencia sexual y los niños 

desmovilizados en los territorios de Rutshuru y Kibumba (Kivu del Norte); 

• La organización de cursos experimentales de formación en el territorio de 

Kibumba para 75 alumnos, integrados por sobrevivientes de violaciones, 

antiguos niños soldados y algunos miembros de sus comunidades (a fin de 
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evitar la estigmatización de las víctimas), en los ámbitos de la alfabetización, 

la ganadería moderna, la fabricación de jabón y la pastelería; 

• La entrega de certificados de participación y equipos de reinserción 

socioeconómica a los 49 alumnos que superaron con éxito la capacitación 

impartida en Kibumba. 

35. Esas capacitaciones permitieron reintegrar a las víctimas de la violencia sexual en 

sus comunidades facilitándoles una alternativa a la guerra o devolver la dignidad y la 

autosuficiencia financiera y social a las mujeres a las que la violación había despojado de su 

honor y estima. Con un oficio, todos ellos pasan a ser respetables y útiles en sus 

comunidades. 

36. Además, cabe señalar: 

• La creación de un grupo científico interinstitucional (Tribunal Superior Militar, 

Diario Oficial, Fiscalía General y expertos independientes) que preparó el primer 

boletín de sentencias en el que se resumían los procedimientos judiciales que dieron 

lugar a las condenas más destacadas de autores de violaciones; 

• La informatización de los datos de la Fiscalía General sobre los actos de violencia 

sexual, que permite consultar en tiempo real todos los casos de violencia sexual y de 

reclutamiento de niños registrados en los tribunales militares, así como las 

sentencias que se hayan dictado en todo el territorio de la República Democrática del 

Congo; 

• La actualización del texto de 2014 del Ministerio de Justicia sobre el fondo de 

indemnización para las víctimas de violencia sexual, que ha permitido al poder 

legislativo preparar una propuesta de modificación de las leyes de 2006 a fin de 

integrar el fondo de ayuda a las víctimas y el mecanismo financiero para la 

indemnización de dichas víctimas; 

• El establecimiento de un equipo de tareas conjunto, integrado por magistrados 

civiles, militares y juristas, para realizar una labor de vigilancia judicial con el fin de 

fortalecer la lucha contra la impunidad y de disponer de estadísticas oficiales, reales 

y aplicables a todos; 

• El establecimiento de una línea telefónica de urgencia que permite a las víctimas de 

la violencia sexual y a cualquier otra persona recibir orientación para obtener 

asistencia médica o jurídica en la República Democrática del Congo; 

• Por otro lado, se enviaron 50.000 mensajes de texto para sensibilizar a la sociedad 

sobre la lucha contra la violencia sexual a través de las redes de telefonía móvil que 

operan en la República Democrática del Congo; 

• La campaña “Rompe el Silencio”, creada en 2015 con el objetivo de prevenir los 

actos de violencia sexual, se fortaleció mediante el lanzamiento en dos fases a fin de 

fomentar la denuncia de las violaciones. 

  Derecho a la vida 

37. Con respecto a las razones por las que no pudieron ejecutarse las órdenes de 

detención dictadas contra los responsables a quienes se hace referencia en el párrafo 103 

del informe, cabe señalar que, pese a las insistentes peticiones dirigidas a Rwanda por la 

República Democrática del Congo para que extraditase a los presuntos autores de 

desapariciones forzadas y ejecuciones sumarias, hasta la fecha esas peticiones no han tenido 

respuesta alguna.  

38. Con respecto a las medidas adoptadas para luchar contra las ejecuciones arbitrarias 

cometidas por grupos armados no estatales, cabe señalar que las investigaciones judiciales 

fueron realizadas por la justicia congolesa, que condenó a los autores de conformidad con la 

ley. Se dan como ejemplos: caso Basele y otros (Tribunal Militar de la Guarnición de 

Kisangani), caso Morgan (P. M. y P. C. c. Masumbuko Papy y otros, Tribunal Militar de la 

Guarnición de Ituri, 16 de abril de 2014), caso Gédéon Kyungu y otros (Tribunal Militar de 
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la Guarnición de Alto Katanga) (Jacques Mbokani, La jurisprudence congolaise en matière 

de crimes de droit international, Open Society Foundations, páginas 65, 68 y 92). 

39. En relación con los acontecimientos ocurridos en Kinshasa entre el 19 y el 21 de 

septiembre de 2016 y en todo el país en relación con los incidentes de los días 19 y 20 de 

diciembre de 2016, cabe señalar que se esperaba que las manifestaciones organizadas por 

una parte de la oposición política fueran pacíficas, pero desgraciadamente degeneraron en 

actos violentos con resultado de asesinatos, violaciones, incendios, estragos, numerosas 

destrucciones dolosas y el saqueo de bienes públicos y privados. En efecto, contrariamente 

al itinerario acordado con el Gobernador de la ciudad de Kinshasa, los organizadores 

decidieron deliberadamente, el 19 de septiembre de 2016, repartirse por múltiples 

itinerarios para eludir el control de la policía y facilitar que los manifestantes manipulados 

pudieran perpetrar, a lo largo de los itinerarios escogidos, actos de destrucción maliciosa, 

vandalismo y violencia extrema y atentar contra la vida y la integridad física de ciudadanos 

pacíficos y agentes del orden en el ejercicio de sus funciones, a fin de promover una 

anarquía generalizada. 

40. En relación con la operación Likofi, del 15 de noviembre de 2013, y la investigación 

de la fosa común descubierta en marzo de 2015 en Maluku (Kinshasa), cabe señalar que la 

operación Likofi se estableció para poner fin a la delincuencia urbana, que alcanzaba 

niveles preocupantes rayanos en el terrorismo. Esa operación concitó un gran éxito entre la 

opinión pública, pero hay que señalar algunos fallos en su aplicación. En relación con 

Maluku, en ningún caso se trató de fosas comunes, sino de una operación rutinaria iniciada 

por el ayuntamiento de Kinshasa para enterrar a compatriotas indigentes. 

41. Con respecto a las medidas adoptadas para limitar la aplicación de la pena de muerte 

a los delitos más graves y a la ratificación del Segundo Protocolo Facultativo del Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos, cabe señalar que en la República 

Democrática del Congo el derecho a la vida está garantizado por las disposiciones del 

artículo 16 de la Constitución, que establece que la persona humana es sagrada. La persona 

goza de una protección especial, reforzada en el artículo 61 de la Constitución, que hace de 

ella uno de los elementos esenciales de los derechos humanos. A ese respecto, aunque en el 

derecho positivo congolés se contempla, de momento, la pena de muerte, la República 

Democrática del Congo observa una moratoria de hecho en virtud de la cual no se ha 

ejecutado ninguna condena a la pena capital desde hace 14 años. Antes de considerar la 

posibilidad de ratificar el Segundo Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos, destinado a abolir la pena de muerte, la República 

Democrática del Congo tiene la intención de abrir una consulta nacional al respecto. 

42. Con respecto a las condenas impuestas desde el informe anterior, su número 

asciende a 27, pero no se ha ejecutado ninguna de ellas desde hace una década, dado que el 

país observa una moratoria de facto. 

43. Con respecto a los tribunales que impusieron esas condenas, cabe señalar que la 

mayoría de las condenas fueron dictadas por tribunales militares.  

44. Los delitos por los que se impusieron esas condenas fueron los de asesinato, 

rebelión, crimen de lesa humanidad y crimen de guerra. 

  Interrupción voluntaria del embarazo 

45. Por el momento, la República Democrática del Congo no tiene la intención de 

revisar los artículos 165 y 166 del Código Penal, libro II. En ese sentido, las interrupciones 

voluntarias del embarazo tienen consecuencias perjudiciales para la salud de la mujer y, por 

ello, constituyen delitos punibles en virtud de las disposiciones arriba mencionadas.  

46. La interrupción voluntaria del embarazo es una infracción en la República 

Democrática del Congo con independencia del motivo o la razón, ya sea cometida por la 

propia mujer o por otra persona. En todo caso, constituye un acto delictivo y su autor se 

expone a penas severas. La Ley de Penalización de la Interrupción Voluntaria del 

Embarazo sigue en vigor.  
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47. Las interrupciones voluntarias del embarazo con fines terapéuticos se autorizan con 

arreglo al procedimiento establecido por las normas del documento titulado “Programa 

terapéutico nacional”. 

  Protección de los civiles y desplazamiento de poblaciones 

48. A fin de consolidar la autoridad del Estado en todo el territorio nacional y proteger a 

la población civil, el Gobierno de la República Democrática del Congo ha instalado una 

administración civil en las zonas de conflicto para garantizar el estado de derecho. Se ha 

creado una dependencia especial de la policía para proteger mejor a las mujeres y los niños. 

49. Recientemente, en las provincias de la región de Kasai, la justicia militar lleva a 

cabo investigaciones y ha incoado procesamientos judiciales para dar justicia a todas las 

víctimas. 

50. En relación con el marco legislativo de protección y asistencia a los desplazados 

internos, cabe señalar que el Decreto núm. 13/008, de 23 de enero de 2013, relativo a la 

Creación y Puesta en Marcha del Marco Nacional de Concertación Humanitaria, regula la 

situación de los desplazados internos, y que la República Democrática del Congo es parte 

en la Convención de la Unión Africana para la Protección y la Asistencia de los 

Desplazados Internos en África (Convención de Kampala). 

51. Con respecto a las medidas adoptadas para prevenir y reprimir los abusos cometidos 

contra la población civil por las fuerzas armadas, cabe señalar que, desde 2009, el Servicio 

de Educación Cívica y Acción Social de las FARDC ha venido impartiendo formación en 

materia de derechos humanos y de derecho internacional humanitario en las diferentes 

regiones militares a 350 oficiales formadores. Además, en aplicación del artículo 45, 

párrafos 6 y 7, de la Constitución, ese mismo tipo de formación se imparte tanto en la 

Academia Militar de Kananga como en la Escuela de Estado Mayor de Kinshasa. Es 

preciso mencionar también que el Ministerio de Defensa Nacional y Antiguos 

Combatientes y el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, con el apoyo de los 

asociados nacionales e internacionales (la MONUSCO y otros), organizan periódicamente 

actividades de formación en esta esfera, dirigidas especialmente a los jueces y funcionarios 

judiciales. 

52. Por último, cabe mencionar que el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos 

organiza de forma continuada campañas nacionales de divulgación de las leyes y 

convenciones relativas a los derechos humanos dirigidas a los miembros de las fuerzas de 

defensa y seguridad y a los responsables de los servicios penitenciarios. 

53. En lo que respecta a la represión, además de la estricta aplicación del Código Penal 

Militar, cabe señalar que las siguientes leyes refuerzan la represión de los militares que 

hayan cometido abusos contra la población civil: la Ley núm. 11/013, de 11 de agosto de 

2011, relativa a la Organización y el Funcionamiento de la Policía Nacional Congolesa; la 

Ley núm. 13/013, de 1 de junio de 2013, relativa al Estatuto del Personal de Carrera de la 

Policía Nacional; la Ley núm. 011/012, de 11 de agosto de 2011, relativa a la Organización 

y el Funcionamiento de las Fuerzas Armadas; la Ley núm. 13/005, de 15 de enero de 2013, 

relativa al Estatuto de los Soldados de las Fuerzas Armadas de la República Democrática 

del Congo; y la Ley núm. 11/008, de 9 de julio de 2011, relativa a la Tipificación como 

Delito de la Tortura. 

54. En cuanto a las medidas previstas para garantizar la rendición de cuentas de los 

oficiales de rango superior en caso de violación de los derechos humanos, cabe señalar la 

ratificación del Estatuto de Roma, que establece en su artículo 28 la responsabilidad penal 

de los superiores, y la Ley núm. 06/19, de 20 de julio de 2006, por la que se modifica y 

complementa el Decreto de 6 de agosto de 1959 relativo al Código de Procedimiento Penal 

congolés, en relación con la violencia sexual. 

55. Con respecto a las medidas adoptadas para identificar y enjuiciar a los miembros de 

los grupos armados que son responsables de abusos, cabe mencionar las operaciones o 

programas siguientes: 

• Las operaciones Kimia, para pacificar los territorios recuperados de las fuerzas 

negativas; 
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• El programa Amani Leo, para proteger a los civiles y luchar contra los rebeldes 

hutus del Frente Democrático para la Liberación de Rwanda en la parte oriental del 

país; 

• Los programas DDR1, DDR2 y DDR3; 

• El programa STAREC, que desde 2009 tiene como objetivo estabilizar y rehabilitar 

las regiones afectadas por los conflictos armados, en sustitución del programa 

Amani. Consta de tres componentes: la seguridad, la asistencia humanitaria y la 

economía; 

• El establecimiento de una zona de operaciones militares en la región de Kasai. 

56. Con respecto al asunto de Gédéon Kyungu, este se entregó el 11 de octubre de 2016 

junto con aproximadamente 100 de sus combatientes, que respondieron al llamamiento del 

Jefe de Estado para restablecer la paz en el norte de Katanga.  

  Administración de justicia 

57. La eficacia de la independencia del poder judicial se debe principalmente a la 

composición del Consejo Superior de la Magistratura, el órgano de gestión del poder 

judicial, compuesto exclusivamente de jueces, de conformidad con el artículo 152 de la 

Constitución. Además, la remuneración de los jueces aumentó una media del 20% en 2011.  

58. Con respecto al seguimiento dado a los Estados Generales de la Justicia, cabe 

señalar que tuvieron como resultado el documento de política nacional sobre la reforma de 

la justicia en mayo de 2016. 

59. En lo que respecta al número de jueces contratados desde el último informe de 2006, 

en 2010 y 2011 se contrató a 2.000 jueces (de ellos, 400 mujeres) que fueron capacitados y 

desplegados. 

60. Con respecto al presupuesto anual asignado a la administración de justicia en 2016, 

dicho presupuesto asciende a 14.409.054 dólares. 

61. El reparto de los tribunales figura en el cuadro siguiente. 

Cuadro 9 

Estructura de los tribunales 

Tribunal Cantidad 

Tribunales de apelación 12 

Tribunales de comercio 12 

Tribunales de trabajo  12 

Tribunales ordinarios de primera instancia 50 

Tribunales de paz  47 

Tribunales de menores 20 

62. Cabe señalar que, de las tres altas instancias que disponía la Constitución, solo se ha 

establecido el Tribunal Constitucional, mientras que el Tribunal Supremo de Justicia 

desempeña de forma transitoria el papel del Tribunal de Casación y de Consejo de Estado, 

en espera de la creación de esos tribunales. 

63. En lo que respecta a las fugas en los centros de detención, por lo general se deben a 

la antigüedad de los edificios, la falta de personal penitenciario y la persistencia de focos de 

las fuerzas negativas que crean inseguridad en algunas provincias. El único caso 

documentado es el del Sr. Mathieu Ngudjolo, que está procesado ante el Tribunal de 

Apelación de Kinshasa/Gombe por crímenes de lesa humanidad. 

64. Los tribunales militares siguen conociendo de los delitos de genocidio, crímenes de 

guerra y crímenes de lesa humanidad cometidos por militares y agentes de policía en virtud 

de la Ley núm. 15/025, de 31 de diciembre de 2015, por la que se modifica y complementa 

la Ley núm. 023/2002, de 18 de noviembre de 2002, relativa al Código de Justicia Militar. 
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65. Entre las medidas adoptadas figuran las siguientes: 

• La Directiva núm. AG/0793/10, de 23 de junio de 2010, adoptada por el Fiscal 

General adscrito al Tribunal Militar Superior, por la que se ordena a los jefes de 

oficina de la fiscalía militar que investiguen sistemáticamente todo caso de tortura o 

malos tratos de conformidad con los instrumentos jurídicos nacionales e 

internacionales relacionados con este tema; 

• La circular núm. 1981/PNC/CG/COMDT/2014 del Comisionado General de la 

Policía Nacional Congolesa, de 16 de julio de 2014, por la que se ordena a todos los 

comandantes de unidad y jefes de grupo que velen por el estricto cumplimiento de la 

legalidad de los actos que ordenen en el marco de las actuaciones judiciales iniciadas 

en sus oficinas, en particular los actos de tortura; 

• La circular núm. 0905/PNC/CiatGen/084/SvJur&Cont/2015, de 7 de mayo de 2015, 

que recuerda la nota núm. 25 CAB/VPM/MININTERSEC/785/2015, de 20 de 

marzo de 2015, por la que se informaba a todos los comisarios provinciales, a los 

directores jefes de servicios centrales y a los comandantes de la capacitación 

nacional especializada sobre la humanización de los servicios; 

• Las campañas de sensibilización de los agentes y mandos de las fuerzas de defensa y 

de seguridad, así como del personal judicial, realizadas desde 2012 a través del 

programa nacional de sensibilización y divulgación de la ley por la que se tipifica 

como delito la tortura; 

• Por último, hasta la fecha, en colaboración con la Oficina Conjunta de Derechos 

Humanos de las Naciones Unidas en la República Democrática del Congo, el 

Ministerio de Derechos Humanos organiza con regularidad misiones de supervisión 

de celdas, calabozos, centros de detención y prisiones, y actividades de fomento de 

la capacidad en materia de derechos humanos dirigidas a agentes y funcionarios de 

los servicios públicos en las provincias. Durante esas misiones de supervisión, el 

Gobierno fomenta la capacidad de los funcionarios de la policía judicial a fin de 

garantizar una buena situación social para los reclusos. En febrero de 2017, la 

República Democrática del Congo inició la vigilancia en las prisiones para aplicar 

las instrucciones sobre la puesta en libertad de 51 presos victimas de arbitrariedad o 

del incumplimiento de un indulto presidencial.  

66. Las alegaciones de muertes por torturas no son exactas.  

67. Los tribunales militares emitieron las siguientes resoluciones:  

• Tribunal Militar de la Guarnición de Bukavu: RP 275/09 y 521/10/RMP 581/07 y 

1573/KMC/10: 

• Maniraguha Jean Bosco, alias Kazungu, y otros, condena a cadena perpetua 

por crímenes de lesa humanidad en forma de torturas; 

• Tribunal Militar de la Guarnición de Bunia: RP 071/09, 009/010 y RP 074/010: 

• Kakado Barnaba, condena a 20 años de prisión por crimen de guerra en 

forma de tratos crueles o inhumanos; 

• Tribunal Militar de la Guarnición de Bukavu: RP 708/12/RMP 1868/TBK/KMC/1012: 

• Kabala Mandumba, condena a 20 años de prisión por crimen de guerra en 

forma de torturas. 

68. En relación con el proyecto de creación de un mecanismo nacional de prevención de 

la tortura, cabe señalar que la República Democrática del Congo todavía no ha establecido 

un mecanismo nacional encargado de realizar visitas periódicas a los lugares de detención 

en virtud del artículo 17 del Protocolo. Sin embargo, el Ministerio de Derechos Humanos y 

la CNDH realizan esa misión. 

  Libertad y seguridad de la persona  

69. En el Ministerio de Justicia se mantiene un registro central de las prisiones y los 

centros de detención. 
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70. Los jueces tienen el mandato de verificar la legalidad de la detención y supervisar 

los lugares de detención de los reclusos. En caso de que la detención sea irregular, el juez 

está facultado para poner en libertad al detenido o hacerlo comparecer ante su juez natural. 

71. Las visitas periódicas a los lugares de detención por las autoridades judiciales, las 

campañas de concienciación para los funcionarios pertinentes y el enjuiciamiento de los 

infractores reincidentes son las medidas adoptadas para poner remedio a las detenciones 

arbitrarias.  

72. En lo tocante al Sr. Lumbala, este se ha beneficiado de las medidas para la 

distensión del clima político previstas en el acuerdo político de 31 de diciembre de 2016. 

73. En el control por parte de las autoridades gubernamentales encargadas de los 

derechos humanos se procede de forma sistemática a la puesta en libertad de los presos 

preventivos en situación irregular cuando las autoridades inspeccionan los lugares de 

detención.  

74. Desgraciadamente, las manifestaciones organizadas por una parte de la oposición 

política el 19 de septiembre de 2016 degeneraron en actos violentos con resultado de 

asesinatos, violaciones, incendios, estragos, numerosas destrucciones dolosas y el saqueo 

de bienes públicos y privados.  

  Trato de las personas privadas de libertad 

75. La Orden Ministerial núm. 029/CAB/MIN/J&DH/2013, de 28 de enero de 2013, 

relativa a la creación, la organización y el funcionamiento de los comités locales 

encargados de la gestión del presupuesto de los campamentos de detención y las prisiones 

centrales y provinciales, crea, para cada prisión, un comité mixto encargado de gestionar 

los fondos destinados a la alimentación de los reclusos, integrado por el Gobernador de la 

provincia o su representante; el Fiscal General; el Jefe de la División Provincial de Justicia; 

el Alcaide de la prisión y dos representantes de la sociedad civil. 

Cuadro 10 

Defunciones en prisión de junio de 2015 a agosto de 2016 

Prisión Total de defunciones 

Mbanza Ngungu 13 

Matadi 4 

Makala 30 

Mbuji Mayi 29 

Bandundu 0 

Kananga 7 

Mbandaka 0 

Beni 3 

Kenge 4 

Kisangani 13 

Kasapa 12 

Bunia 7 

Kasangulu 4 

Aru 8 

Butembo 1 

Goma 0 

Bukavu 0 

Kikwit 0 

Fuente: Dirección de Servicios Penitenciarios. 
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76. La construcción y la rehabilitación de las infraestructuras penitenciarias es uno de 

los componentes del documento de política nacional sobre la reforma del sistema de justicia 

producido como resultado de los Estados Generales de la Justicia de 2015. No obstante, 

cabe mencionar que la República Democrática del Congo, con el apoyo, sobre todo, del 

Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, ha empezado a realizar obras de 

construcción y rehabilitación de las prisiones de Goma, Dungu y Makala, así como en las 

prisiones militares de Ndolo y de Angenga.  

77. El proceso de reforma del sector penitenciario en marcha está orientado de manera 

prioritaria hacia la revisión de la Ordenanza-Ley relativa al Régimen Penitenciario, 

de 17 de septiembre de 1965, y la formación del personal de las instituciones penitenciarias. 

  Protección de los niños 

78. Con respecto al reclutamiento forzado de menores en las fuerzas armadas y en los 

grupos armados, el Gobierno congolés ha firmado, junto con el equipo de tareas sobre 

vigilancia y presentación de informes de las Naciones Unidas, el Plan de Acción para los 

Niños Vinculados con Fuerzas o Grupos Armados en la República Democrática del Congo, 

de conformidad con las resoluciones 1539 (2004) y 1612 (2005). Su objetivo es prevenir el 

reclutamiento de niños en las fuerzas y grupos armados y obtener su desvinculación. Según 

las estadísticas proporcionadas por esa entidad, entre 2004 y 2011, 35.082 niños se 

desvincularon de las fuerzas y grupos armados y se reinsertaron económicamente, en 

especial en los oficios siguientes: panadería y repostería, corte y confección, reparación de 

bicicletas y motocicletas, mecánica de automóviles, carpintería, herrería, pesca, agricultura 

y ganadería, albañilería y fabricación de ladrillos. 

79. La Ley de Protección del Niño, de 10 de enero de 2009, se estructura en torno a su 

triple finalidad de proteger a los niños desde el punto de vista social (niños en situaciones 

difíciles), judicial (niños en conflicto con la ley) y penal (niños víctimas de infracciones).  

80. La República Democrática del Congo ha aprobado leyes y medidas adecuadas para 

poner fin a la explotación sexual y económica del niño. A este respecto, pueden citarse las 

siguientes leyes:  

• La Ley núm. 09/001, de 10 de enero de 2009, de Protección del Niño, que en sus 

artículos 169 a 184 castiga todos los actos de agresión sexual contra los niños;  

• La Ley núm. 06/018, de 20 julio de 2006, por la que se modifica y complementa el 

Decreto de 30 de enero de 1940 relativo al Código Penal congolés, y la Ley 

núm. 06/19, de 20 de julio de 2006, por la que se modifica y complementa el 

Decreto de 6 de agosto de 1959 relativo al Código de Procedimiento Penal congolés, 

denominadas leyes sobre la violencia sexual, que protegen también a los niños. 

81. En lo que respecta a las peores formas de trabajo infantil, cabe remitirse a los 

informes periódicos tercero a quinto de la República Democrática del Congo presentados al 

Comité de los Derechos del Niño (CRC/C/COD/3-5, párrs. 157 a 161), así como al 

artículo 53 de la Ley núm. 09/001, del 10 de enero de 2009, de Protección del Niño. 

82. El trabajo infantil en las minas es una de las peores formas de trabajo infantil 

prohibidas por el artículo 4 del Código del Trabajo de 2002, en relación con el cual se 

elaboró y ejecutó el plan de acción nacional a que se hace referencia en el informe arriba 

mencionado. La aceleración de su aplicación permitirá alcanzar el resultado de que no haya 

ningún niño en la cadena de producción minera para el año 2020. 

83. Además, el Gobierno ha adoptado varias medidas, entre las que figuran las 

siguientes: 

• La creación del CSSCAM, servicio destinado a prestar orientación y asistencia a las 

explotaciones mineras artesanales para velar por que operen en condiciones mínimas 

de seguridad y que no empleen a menores; 

• El establecimiento mediante orden ministerial de procedimientos de calificación de 

las explotaciones mineras artesanales, en los que el criterio para que una de estas 

explotaciones sea calificada como “mina a cielo abierto limpia” es que no haya 

presencia de mujeres embarazadas o niños menores de 18 años; 
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• La organización de campañas de sensibilización para retirar a los niños de las 

cadenas de suministro de minerales. En este sentido, se ha iniciado el proceso de 

retiro de las minas y reinserción escolar de los niños con el apoyo, entre otros, del 

Banco Mundial y la participación del Ministerio de la Mujer, la Familia y la 

Infancia, el Ministerio de Enseñanza Primaria, Secundaria y Profesional y el 

Ministerio de Asuntos Sociales. Hasta la fecha se ha identificado a 11.735 niños 

para su asignación a la reinserción escolar; 

• La construcción de escuelas por las empresas mineras en las comunidades locales en 

las que están establecidos sus proyectos mineros, en el marco de su responsabilidad 

social y en cumplimiento de su pliego de condiciones; 

• El proceso para lograr que la enseñanza primaria sea gratuita, como dispone la 

Constitución y promueve el Gobierno, que permitirá recuperar de las minas a un 

gran número de niños menores de edad. 

84. Con respecto a la situación de los niños de la calle, el Gobierno ha adoptado una 

serie de medidas para mejorar sus condiciones de vida, en particular:  

• La elaboración de reglas y normas para la atención de los niños vulnerables; 

• La ejecución del proyecto “Niños de la Calle”, financiado por el Banco Mundial;  

• Los estudios para la ejecución del proyecto “Redes de Seguridad Social” para 

apoyar a los hogares vulnerables;  

• Una guía de proveedores de servicios sobre la reunificación familiar de los niños en 

situaciones de ruptura familiar; 

• El Protocolo Nacional de Remisión y Seguimiento de Niños en Situaciones 

Difíciles;  

• El Protocolo Nacional de Acogida Social;  

• El Protocolo Nacional para la Aplicación del Certificado de Indigencia;  

• El Manual de Protección Social No Contributiva;  

• El mandato para el personal de acción social y los centros de promoción social;  

• La formación de los asistentes sociales;  

• La presencia de los asociados Capacity y For Children para dar apoyo al Ministerio. 

85. Para combatir las redes de trata de niños, se han adoptado las siguientes medidas: 

• El control de todos los centros de atención a niños en situación difícil, que condujo a 

la clausura de los que no cumplían las normas;  

• La suspensión de las adopciones internacionales, en espera de la creación de un 

organismo gubernamental encargado de las adopciones, de conformidad con el 

artículo 670 del Código de la Familia, en su forma modificada. 

86. En lo que respecta a los denominados niños brujos, se han adoptado las siguientes 

medidas: 

• El establecimiento del proyecto de redes de seguridad social para dar apoyo 

financiero a las familias vulnerables con el fin de iniciar actividades que generen 

ingresos; 

• La sensibilización de las familias de las que se ha determinado que tienen niños de 

la calle; 

• La sensibilización en los centros de acogida y atención de niños de la calle en 

relación con el apoyo que prestan y su labor de obtención de información sobre las 

familias; 

• El fomento de la capacidad de las familias de acogida y los hogares autónomos; 

• El cierre de las iglesias que practican exorcismos de niños. 
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87. La baja tasa de inscripción de los nacimientos en el registro civil se debe en 

particular a: 

• El número insuficiente de oficinas del registro civil y el hecho de que se encuentren 

apartadas; 

• La ignorancia de la población; 

• La falta de interés de la población. 

88. En cuanto a las medidas adoptadas por el Estado parte para favorecer la inscripción 

de los nacimientos, además de las mencionadas en el informe anterior (CRC/C/COD/3-5, 

párr. 46) y en la lista de cuestiones (CRC/C/COD/Q/3-5/Add.1, párr. 2), cabe señalar: 

• La campaña de inscripción diferida de todos los niños escolarizados, con el apoyo 

del Banco Mundial, que se extenderá por un período de tres años a partir del inicio 

del año escolar de 2017; 

• La continuación del fomento de la capacidad de los responsables provinciales y la 

creación de oficinas secundarias del registro civil, así como oficinas de apoyo en los 

centros de salud. 

  Libertad de expresión, de reunión y de asociación 

89. En cuanto a los casos de suspensión de programas de televisión, el Gobierno basó 

por lo general su decisión en el incumplimiento del pliego de condiciones y de las 

disposiciones de los artículos 23 y 87 de la Ley núm. 96-002, de 22 de junio de 1996, por la 

que se determinan las modalidades del ejercicio de la libertad de prensa por los canales 

extranjeros, que dicen así: 

• Artículo 23: “Una o más personas físicas o jurídicas extranjeras podrán crear, en 

asociación con zairenses (congoleses), una empresa de prensa, a condición de que 

cuenten con una participación mayoritaria de zairenses (congoleses) en el capital de 

la sociedad”; 

• Artículo 87: “Se prohibirá la emisión en el Zaire (República Democrática del 

Congo) de todas las empresas privadas de radio y televisión que no cumplan las 

disposiciones de la presente Ley”. 

90. Sin embargo, cabe señalar que, después de haber regularizado su situación, todas las 

cadenas mencionadas vuelven a emitir en todo el país. 

91. El CSAC, creado para salvaguardar y asegurar la libertad y la protección de la 

prensa y de los demás medios de comunicación de masas, de conformidad con la ley, ha 

desempeñado su función reguladora, con arreglo a sus atribuciones establecidas en virtud 

de la Ley Orgánica núm. 11/001, de 10 de enero de 2011. 

92. En relación con el Decreto núm. 010/CAB/M-CM/LMO/2016, de 12 de noviembre 

de 2016, este en ningún modo pone en entredicho la capacidad de los medios de 

comunicación extranjeros para difundir en la República Democrática del Congo, sino que 

reglamenta la emisión de programas de radio y televisión por parte de personas físicas y 

jurídicas extranjeras, de conformidad con el artículo 23 citado. Además, el artículo 3 de 

dicho Decreto añade que las emisoras de radio que no estén instaladas en la República 

Democrática del Congo no podrán emitir programas de forma esporádica en el marco de 

una asociación con una cadena de radiodifusión nacional. 

93. En el caso de las emisoras de radio extranjeras que transmiten en la República 

Democrática del Congo de forma continuada, deben, por razones de reciprocidad, firmar 

contratos de asociación con empresas audiovisuales congolesas. 

94. En relación con la suspensión de redes sociales, cabe señalar que esa decisión se 

adoptó con el fin de preservar el orden público. 

95. Hasta la fecha, la República Democrática del Congo no tiene previsto modificar las 

disposiciones del Decreto-ley núm. 300, de 16 de diciembre de 1963, sobre la Represión de 

las Ofensas contra el Jefe de Estado y la Represión Penal de la Difamación y de los Delitos 

de Prensa. 
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96. El Decreto-ley núm. 196, de 29 de julio de 1999, por el que se establece un régimen 

de autorización previa para la celebración de reuniones electorales, ha dejado de ser 

aplicable en la República Democrática del Congo, ya que la Constitución establece un 

sistema de información previa. No obstante, cabe señalar que, a fin de preservar el orden 

público, algunas manifestaciones públicas han sido prohibidas por las autoridades. Esa 

prohibición es una medida preventiva contra los numerosos abusos observados durante las 

protestas de los días 19 y 20 de diciembre de 2016. 

97. En relación con la información de que las autoridades locales abusan de sus 

facultades policiales para prohibir reuniones políticas en que se expresen opiniones 

diferentes o pertenecientes a otros partidos políticos, cabe remitirse a las respuestas 

aportadas más arriba al párrafo 23. 

98. Todas las denuncias de uso excesivo de la fuerza, distribución de machetes y 

detenciones a gran escala carecen de fundamento. 

  Protección de los periodistas, los defensores de los derechos humanos  

y los opositores políticos 

99. Las alegaciones relativas al hostigamiento judicial contra los profesionales de los 

medios de comunicación y otros defensores de los derechos humanos y opositores políticos 

son infundadas. Sin embargo, cabe señalar que aquellas personas de esos grupos que son 

objeto de enjuiciamiento o condenas judiciales lo son por delitos comunes o litigios civiles 

ordinarios. 

100. La Dependencia de Protección de los Defensores de los Derechos Humanos, creada 

en virtud del Decreto Ministerial núm. 219/CAB/MIN.J&DH/2011, de 13 de junio de 2011, 

tiene como principal misión recibir las denuncias de los defensores de los derechos 

humanos que presuntamente sean objeto de amenazas y tramitar dichas denuncias 

prontamente, manteniendo informadas a las autoridades. 

101. La Ley de Protección de los Defensores de los Derechos Humanos fue aprobada en 

el Senado y ha sido sometida a la aprobación de la Asamblea Nacional. 

  Participación en los asuntos públicos  

102. Con respecto a las citas electorales, el acuerdo de 31 de diciembre de 2016 preveía 

la organización de elecciones presidenciales, legislativas y provinciales a más tardar 

el 31 de diciembre de 2017. El CNSA está encargado de supervisar la aplicación de ese 

acuerdo. 

103. Con este fin, el Gobierno, el CNSA y la CENI realizan evaluaciones tripartitas con 

el fin, en particular, de decidir el calendario electoral. 

104. Ningún candidato es víctima de actos de tortura ni de restricciones de las libertades 

fundamentales. Sin embargo, si se han iniciado actuaciones judiciales, ello ha sido por 

delitos comunes. 

105. Las sedes de los partidos políticos de la oposición y de la mayoría presidencial 

fueron incendiadas a raíz de las manifestaciones del 19 y el 20 de septiembre de 2016 y los 

autores de esos actos fueron enjuiciados y condenados. 

106. A fecha actual, no hay ninguna medida legislativa o administrativa destinada a 

obligar a los pigmeos a abandonar su entorno natural. Sin embargo, algunos 

enfrentamientos debidos a disputas por las tierras entre pigmeos y otras comunidades 

vecinas, especialmente en la provincia de Tanganica, han provocado desplazamientos. Cabe 

señalar, por otro lado, que, para gestionar esta situación, el Gobierno había creado una 

comisión que logró una coexistencia pacífica entre estos pueblos.  

107. Los pueblos pigmeos no están aislados dentro de la sociedad, ya que disfrutan de los 

mismos derechos civiles, políticos y económicos que los demás grupos de la población. 

Además, gozan de las mismas prestaciones en los ámbitos de la salud, la atención social y 

la educación. Están presentes, por supuesto, en todos los sectores de la vida nacional: la 

salud, la administración pública, el ejército y la policía. 
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108. En cuanto a las medidas adoptadas para permitir que los grupos étnicos mantengan 

su propia vida cultural, cabe señalar que el Parlamento está estudiando un proyecto de ley 

en ese sentido. 

    


